Tutela de 2ª Instancia
Accionante: Hugo Alfonso Londoño Ramírez (con apoderada)

Accionado: INPEC
Asunto: Confirma

TRASLADO DE RECLUSO POR ARRAIGO/ Competente para definir el lugar de cumplimiento de la pena es el INPEC/ Decisión de no trasladar al interno a cárcel cercana a su familia por razón de hacinamiento, debe ser cuestionada por la vía contenciosa administrativa y no por tutela al no presentarse un perjuicio irremediable   
(…) como el señor Londoño Ramírez fue condenado el 20 de abril de 2016 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad, el INPEC es la entidad encargada de escoger un establecimiento que ofrezca adecuadas medidas de seguridad, para proteger a los internos y a la sociedad, debiendo resolver la ubicación en prisiones acordes con la naturaleza del delito o delitos cometidos y la pena impuesta, lo que quiere decir que el juez de tutela no es el competente para conceder u ordenar el traslado del interno (…) -INPEC-, entidad que ya pronunció al respecto, manifestando que no era posible trasladar al actor por hacinamiento del 253.3% en la cárcel de Cali (…) Es de advertir que la decisión a través de la cual se determina que no es posible acceder al traslado del accionante (…) constituye claramente un acto administrativo, por lo cual es evidente que podrá ser cuestionado a través de los recursos de la vía gubernativa y de las acciones contencioso administrativas, en este caso el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

(…) esta Sala no vislumbra dentro del plenario que el señor Londoño Ramírez se encuentre frente a una eventual causación de un perjuicio irremediable que haga procedente el amparo, es decir, no probó (…) un daño inminente (…)” 
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-774 de 2006, T-435 de 2009, T-742 de 2011 y T-248 de 2014.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta y uno (31) de agosto de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.783
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la doctora Paula Andrea Hernández Otálvaro, quien actúa como apoderada del Sr. Hugo Alfonso Londoño Ramírez en contra del fallo proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira. 
2. SÍNTESIS DE LOS HECHOS RELEVANTES
La abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, apoderada judicial del señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez, interpuso acción de tutela en contra del Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC por considerar que esa entidad no había dado cumplimiento a la sentencia condenatoria emitida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira-Risaralda, en contra del señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez  cuando en su parte resolutiva en el numeral tercero ordenó que su lugar de reclusión fuera en el Centro Penitenciario y carcelario de Cali (Valle), patio E.R.E., por tratarse de un servidor público.
Indicó la apoderada judicial del señor Londoño Ramírez que el INPEC una vez realizada la solicitud del cumplimiento de la orden judicial, estos respondieron negativamente por considerar que existe hacinamiento en dicho penal, por lo que esta defensora interpuso la acción de tutela por considerar que al Sr. Londoño Ramírez se le estaba vulnerando el derecho al debido proceso y el derecho a estar con su familia como parte de su resocialización, esto último como fin de la pena.  

Por tal razón, solicitó: i) que se ordene a la institución accionada, cumplir la orden de traslado del Sr. Hogo Alfonso Londoño Ramírez al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cali Patio ERE, conforme a lo ordenado en la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira de fecha 22 de abril de 2016 y ii) prevenir a la entidad accionada para que en lo sucesivo se abstenga de incurrir en conductas como la actual, que van en detrimento de los derechos fundamentales de las personas los privadas de su libertad, que como es bien conocido son personas que gozan de especial protección por su condición de vulnerabilidad, lo que fundamentó en que las decisiones judiciales deben estar por encima de las administrativas, toda vez que estas están ajustadas a la ley según justificación legal consagrada en el artículo 52 de la ley 1709 de 2014. (Folios 1 al 3) 
Se allegaron como pruebas los documentos visibles a folios 4 al 19.

3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC

El Coordinador del Grupo de Tutelas luego de indicar la normativa sobre los traslados de las personas condenadas y la jurisprudencia constitucional que hace referencia al respecto, concluyó lo siguiente: i) que en el presente caso no es procedente la acción de tutela, ii) la Dirección General del INPEC no está vulnerando los derechos fundamentales invocados del privado de la libertad Hugo Alfonso Londoño Ramírez, iii) el Juez de tutela no está facultado para ordenar el traslado del privado de la libertad, señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez a otro establecimiento de reclusión; iv) la Dirección General del INPEC es la entidad facultada para ordenar el traslado del privado de la libertad, de conformidad con el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario; v) la Constitución Política prohíbe a las autoridades públicas ejercer funciones diferentes a las atribuidas por ella o la ley; vi) la imposición de la pena de prisión, por su naturaleza implica una separación entre el afectado y su núcleo familiar. 
Por lo tanto, solicitó declarar improcedentes las pretensiones del accionante respecto de la Dirección General del INPEC, por cuanto no se configura la violación sus derechos fundamentales (folios 25 al 30).  
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de julio de 2016 el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira con apoyo en una decisión de esta Colegiatura del 10 de abril de 2015, resolvió abstenerse de conceder el amparo deprecado en consideración a que corresponde al Director del INPEC la determinación del establecimiento penitenciario donde debe llevarse a cabo el cumplimiento de la pena impuesta al accionante (folios 40 al 42).

La apoderada judicial del señor Londoño Ramírez fue notificado del fallo de tutela de primera instancia el 18 de julio de 2016 (folio 45).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La apoderada del accionante consideró que en este caso en concreto no se está solicitando que se ordene el traslado del señor Londoño Ramírez a la cárcel de Cali, sino el cumplimiento de una sentencia condenatoria, mediante la cual se dispuso en la parte resolutiva el traslado a ese centro carcelario, de conformidad a lo dispuesto en la Ley 1709 de 2014 por lo que consideró la apoderada que las decisiones judiciales deben estar por encima de las administrativas, respetando su independencia y autonomía, considerando que el Juez 3º Penal del Circuito de Pereira, está desconociendo la sentencia de su homólogo Sexto Penal del Circuito de esta ciudad.
Por lo anterior, solicitó revocar el fallo de tutela y que en su lugar se reconozcan los derechos vulnerados al señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez (Fls. 48 al 52).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. 

6.2. Problema jurídico 

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la sentencia de primera instancia se encuentra ajustada a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen alusión a la improcedencia de la acción de tutela para ordenar el traslado de un interno, o si por el contrario, la misma debe revocarse en los términos en que los solicitó la apoderada del accionante o si por el contrario,
6.3. En relación a este asunto, vale la pena traer apartes de la Sentencia T-248 de 2014 en la que Corte Constitucional se refirió a lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha expresado de manera reiterada que, si bien hay derechos fundamentales de los reclusos que son suspendidos o restringidos desde el momento del sometimiento a la detención o a la condena, otros se mantienen indemnes y deben ser respetados y protegidos por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de la custodia.

 

Si bien derechos fundamentales como la libertad física y de locomoción se encuentran en esos casos severamente limitados, los de intimidad personal y familiar, reunión, asociación, libre desarrollo de la personalidad y libertad de expresión, sólo están parcialmente restringidos, como consecuencia de las circunstancias emanadas de la privación de la libertad; otros, como la vida, la integridad personal, la salud, la dignidad, la igualdad, la libertad religiosa, el reconocimiento de la personalidad jurídica, el debido proceso y el derecho de petición, se mantienen incólumes y no pueden ser menoscabados en modo alguno por el hecho de la prisión[12].

 

Esta corporación ha establecido que entre los reclusos y el Estado existe una relación de especial sujeción, de la que se han extraído importantes consecuencias jurídicas, que fueron sintetizadas en la sentencia T-1190 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), en la siguiente forma:

 

“Las relaciones de especial sujeción implican (i) la subordinación[13] de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) esta subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial[14] (controles disciplinarios[15] y administrativos[16] especiales y posibilidad de limitar[17] el ejercicio de derechos, incluso los fundamentales). (iii) Este régimen especial, en todo lo relacionado con el ejercicio de la potestad disciplinaria y la limitación de los derechos fundamentales debe estar autorizado[18]por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad[19] del ejercicio de la potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales[20] (relacionados con las condiciones materiales de existencia: alimentación, habitación, servicios públicos, salud) en cabeza de los reclusos, los cuales deben ser[21] especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el Estado debe garantizar[22] de manera especial el principio de eficacia de los derechos fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas).”
 

De lo anterior se desprende que las personas privadas de la libertad tienen una garantía reducida a sus derechos familiares, sin que ello implique que pueda coartarse desproporcionada o injustificadamente su relación con la familia y la sociedad. Así, el sistema penitenciario y carcelario debe procurarse, en todo lo que sea posible, que el recluso mantenga contacto con su grupo familiar, máxime si dentro del mismo existen hijos menores de edad, lo cual impone adicional esfuerzo en torno a la preservación de la unidad familiar[23].  (Subrayas propias).
6.4. CUMPLIMIENTO DEL TRÁMITE ESTABLECIDO EN LA LEY 65 DE 1993 (MODIFICADA POR LA LEY 1709 DE 2014):
Ley 65 de 1993 la que establece el procedimiento que se debe agotar para el traslado de un interno.  Al respecto, la Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforman algunos artículos de la ley 65 de 1993, la ley 599 de 2000, la ley 55 de 1985 y de dictan otras disposiciones, en su artículo consagra 51 lo siguiente:

“Artículo  51. Modifícase el artículo 72 de la Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 72. Fijación de pena, medida de aseguramiento y medida de seguridad. El Juez de Conocimiento o el Juez de Control de Garantías, según el caso, señalará el centro de reclusión o establecimiento de rehabilitación donde deban ser recluidas las personas en detención preventiva. En el caso de personas condenadas, la autoridad judicial la pondrá a disposición del Director del Inpec, en el establecimiento más cercano, quien determinará el centro de reclusión en el cual deberá darse cumplimiento de la pena.
En caso de inimputables por trastorno mental o enfermedad mental sobreviniente, el juez deberá ponerlas a disposición del Servicio de Salud.”
El artículo 52 Ibídem establece lo siguiente: “El traslado de los internos puede ser solicitado a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) por: 
 El Director del respectivo establecimiento.
2. El funcionario de conocimiento.
3. El interno o su defensor.
4. La Defensoría del Pueblo a través de sus delegados.
5. La Procuraduría General de la Nación a través de sus delegados.
6. Los familiares de los internos dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad.
6.5. En lo que tiene que ver con lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014, corresponde a la Dirección del INPEC disponer el traslado de los internos por decisión propia o por solicitud formulada ante ella, cuando se presente alguna de las causales previstas en el artículo 75 íbidem, así:

“Artículo  53. Modifícase el artículo 75 de la Ley 65 de 1993, el cual quedará así: 

“ARTÍCULO 75. CAUSALES DE TRASLADO. Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal, las siguientes: 

1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista. 

2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento. 

3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno. 

4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento. 

5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.

PARÁGRAFO 1o. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno.  (Subrayas propias)
PARÁGRAFO 2o. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condiciones de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado. 

PARÁGRAFO 3o. La Dirección del Establecimiento Penitenciario informará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia.”

6.6. De todos modos la competencia legal para el traslado radica en el Director General del INPEC y dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en tal decisión, siempre y cuando la misma no quebrante derechos fundamentales, así lo señaló la Corte Constitucional:    

“La discrecionalidad legal del traslado, impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros. La situación particular de los accionantes -convictos-, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar, el cual debe ceder razonablemente frente al interés general, representado en este caso en la seguridad del establecimiento carcelario y la integridad personal de los demás reclusos”.

(…)  La Corte Constitucional ha establecido que, en principio, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el traslado de reclusos de un centro carcelario a otro, salvo que la negativa del INPEC en efectuar dicho traslado constituya una actuación arbitraria e injustificada de la Administración que comporte una violación de las garantías fundamentales de los internos y no, propiamente, el ejercicio de la facultad discrecional que la ley le ha conferido. Sin embargo, aun en estos casos no le es dable a la autoridad judicial indicar de manera específica el sitio en el que debe ser recluido el sindicado o condenado a pesar de que el interno haya dirigido su pretensión a obtener el traslado a un establecimiento penitenciario en concreto, ya que, tal y como se señaló, la determinación del lugar de reclusión de una persona obedece a una serie de consideraciones financieras, administrativas, de seguridad, etc., que escapan al ámbito de competencia del juez constitucional y que de ninguna manera pueden tener como único sustento la voluntad del recluso”
  
(Subrayas propias)
6.7. DEL CASO EN CONCRETO

6.7.1.  De las pruebas arrimadas al proceso, esta Sala observa que la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, en representación del señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez, elevó un derecho de petición ante “Asuntos Penitenciarios” del INPEC  en la ciudad de Bogotá,  por medio del cual solicitó que en cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia condenatoria emitida el 20 de abril de 2016  por el  Juez 6º Penal del Circuito de Pereira, se trasladara a su defendido al establecimiento carcelario de la ciudad de Cali, Valle, con el fin de cumplir la pena impuesta (folio 7), solicitud que fue negada con fundamento en el hacinamiento que soporta el centro carcelario esa ciudad y en su razón de la facultad discrecional del Director del INPEC para mantener recluido al actor en el EPMSCP de Pereira, en dicha comunicación se indicó lo siguiente (folio 5):
“Con el fin de atender el asunto de la referencia que involucra al interno HUGO ALFONSO LONDONO RAMÍREZ NU 905373, me permito comunicar que el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cali, registra un índice de hacinamiento del 253.3% según parte del 01/06/2016, por lo tanto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 9º de la Resolución 001203 del 16 de abril de 2012, emanada de la Dirección General del INPEC, el cual señala como causal improcedencia del traslado <<por hacinamiento del Establecimiento de Reclusión al cual se solicita el traslado del interno, conforme con el reporte que presenta la Subdirección del Cuerpo de Custodia a través del Parte Nacional Numérico Contada de Internos.>> Es inviable acceder a lo solicitado. Así mismo, es oportuno destacar que el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad de Cali, se encuentra amparado por un fallo de tutela que ordena a la dirección general del Instituto, entre otras cosas, reducir el elevado índice de hacinamiento registrado, siendo una de las medidas administrativas adoptadas por el INPEC, restringir el traslado de internos con esos destinos.”
6.7.2. La impugnante expone que cuando el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira ordenó el traslado del señor Londoño Ramírez a la cárcel de Cali, Valle, tuvo en cuenta el arraigo familiar del mismo para que pudiera cumplir con su condena en esa ciudad y tuviera la posibilidad de ser visitado por su familia, de acuerdo a lo consagrado en el artículo 52 de la Ley 1709 de 2014, que señala “ARTÍCULO 52. Modifícase el artículo 74 de la Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 74. Solicitud de traslado. El traslado de los internos puede ser solicitado a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) por:   1. El Director del respectivo establecimiento.   2. El funcionario de conocimiento. (…)”
6.7.3.  Ahora bien, frente al derecho al acercamiento familiar de las personas recluidas, la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 ha señalado que si bien existe una restricción legítima a la unidad familiar, esta no se encuentra suspendida, según concluyó dicho Máximo Tribunal cuando dijo: “El derecho a la unidad familiar se encuentra limitado en su ejercicio pero no suspendido para las personas privadas de la libertad, y por regla general, la ley en consonancia con los postulados constitucionales protege y adopta una serie de medidas para que en efecto, el derecho a la unidad familiar sea real.”  Es decir, que si bien las personas privadas de la libertad tienen una limitación a la unidad familiar, esta restricción no es definitiva, sino que puede ser suspendida cuando sea para un fin resocializador del condenado. En tal sentido, dicho Tribunal Constitucional en la Sentencia T-435 de 2009, citó lo siguiente: 
“En razón a los parámetros expuestos anteriormente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dentro de las restricciones legítimas de los derechos fundamentales que deben soportar los reclusos, se encuentra el de la unidad familiar, como consecuencia misma del aislamiento penitenciario. 

Como se ha establecido en otras oportunidades, “las personas privadas de la libertad, representan una de las limitaciones a la unidad familiar, atendiendo a que la familia se considera una comunidad de vida y convivencia plena, así el aislamiento de uno de sus miembros, como infractor de la ley penal, comporta de suyo la correlativa perdida de la libertad y a su vez afecta de manera inminente la estabilidad de su núcleo familiar”.
 

Sin embargo, a pesar de que esta garantía se encuentra limitada, la misma no está suspendida, y por tanto, las restricciones deben ser acordes con los fines de la pena, especialmente con su carácter resocializador. En estos términos, la Corte ha ponderado el derecho de las autoridades carcelarias con el derecho de los reclusos de mantener sus vínculos familiares, por cuanto ha considerado que la familia juega un papel preponderante en la reincorporación social del delincuente. Ha afirmado que “dicho vinculo filial representa la mayoría de las veces su contacto con el mundo más allá del establecimiento donde se encuentran recluidos, más si se tiene en cuenta que el núcleo familiar será en la mayoría de los casos el lugar donde cada individuo retomará su vida por fuera del penal.” (…)” (Subrayas nuestras)
6.7.4.  En el caso sub examine,  la Sala advierte que el Juez 6º  Penal del Circuito de Pereira en la sentencia proferida el 20 de abril de 2016 mediante la cual condenó al señor Londoño Ramírez  a la pena principal de 78  meses de prisión  y multa de 700 S.M.L.M.V como cómplice de la conducta delictiva de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, dispuso en su numeral 3º no conceder al señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena ni la sustitución a domiciliaria de la prisión intramural y ordenó que su lugar de reclusión fuera el centro  penitenciario y carcelario de la ciudad de Cali, Valle, patio ERE, lo cual hizo con fundamento en que “De conformidad con el artículo 3º de la Ley 1709, que modificó el artículo 4º de la Ley 65 de 1993, y teniendo en cuenta que el señor Londoño Ramírez, su residencia la tiene en el municipio de Santander de Quilichao, al igual que su núcleo familiar, este estrado judicial determina que el lugar donde debe de purgar su pena será el Centro Penitenciario y Carcelario de Cali (Valle), patio ERE, por tratarse de un servidor público (ex patrullero de la Policía Nacional) y además por la cercanía de su familia.”  (Folios 11 y 12).

6.7.5.  Tal como se mencionó en el numeral 6.4. de este proveído, el Código Penitenciario y Carcelario (Ley 1709 de 2014) dispuso en su artículo 51 que  El Juez de Conocimiento o el Juez de Control de Garantías, según el caso, señalará el centro de reclusión o establecimiento de rehabilitación donde deban ser recluidas las personas en detención preventiva. En el caso de personas condenadas, la autoridad judicial la pondrá a disposición del Director del Inpec, en el establecimiento más cercano, quien determinará el centro de reclusión en el cual deberá darse cumplimiento de la pena. En tal virtud, como el señor Londoño Ramírez fue condenado el 20 de abril de 2016 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad, el INPEC es la entidad encargada de escoger un establecimiento que ofrezca adecuadas medidas de seguridad, para proteger a los internos y a la sociedad, debiendo resolver la ubicación  en prisiones acordes con la naturaleza del delito o delitos cometidos y la pena impuesta, lo que quiere decir que el juez de tutela no es el competente para conceder  u ordenar el traslado del interno, señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez por ser esta una competencia única y exclusivamente del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, entidad que ya pronunció al respecto, manifestando que no era posible trasladar al actor por hacinamiento del 253.3% en la cárcel de Cali, Valle, tal como fue notificado a la abogada Hernández Otálvaro en el oficio No.81001-GASUP del 7 de junio 2016 (folio 5).  Es de advertir que la decisión a través de la cual se determina que no es posible acceder al traslado del accionante por el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, constituye claramente un acto administrativo, por lo cual es evidente que podrá ser cuestionado a través de los recursos de la vía gubernativa y de las acciones contencioso administrativas, en este caso el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

6.7.6.  Este Tribunal debe aclarar que en la sentencia de tutela de segunda instancia del 10 abril de 2015 con ponencia del suscrito Magistrado, de la cual se allegó una copia con la demanda de tutela (Fls. 14-19), al estudiarse el caso en concreto, se encontró que en esa oportunidad la solicitud de traslado del accionante, señor Carlos Alberto Agudelo Arrubla al centro penitenciario de Itagüí, Antioquia o a un lugar cercano la había realizado su defensora, la doctora Paula Andrea Hernández Otálvaro.  Sin embargo, en el numeral 6.7.6. de ese fallo, la Sala hizo un llamado de atención a la titular del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, para que se abstuviera en lo sucesivo de indicar en sus providencias el lugar en el cual deben ser recluidos los sentenciados para cumplir sus condenas, por cuanto ese tipo de determinaciones está atribuido a la Dirección del INPEC.

6.7.7.  Aunado a lo anterior, esta Sala no vislumbra dentro del plenario que el señor Londoño Ramírez se encuentre frente a una eventual causación de un perjuicio irremediable que haga procedente el amparo, es decir, no probó alguna de las siguientes circunstancias específicas que caracterizan un daño inminente, tal como lo ha referido Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 cuando señaló lo siguiente:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…).
B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. 
C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede 
a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. 
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.” (Subrayas del texto original)
Por lo tanto, esta Colegiatura confirmará la decisión del juzgado de primer nivel por encontrarla acorde con los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la procedencia de la acción de tutela para amparar excepcionalmente los derechos de los reclusos.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada judicial del señor Hugo Alfonso Londoño Ramírez en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

SEGUNDO: Líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 36 del decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados. Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
(Con permiso)
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-774 del 8 de septiembre de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Ver también las Sentencias  T-274 del 17 de marzo de 2005,  T-435 de 2009, T-428 de 2014


� T-274 del 17 de marzo de 2005. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto
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